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Durante periodos de crisis económica, como los que se atraviesan actualmente, las medidas fiscales deben
centrarse en aliviar el flujo de caja de empresas y de familias afectadas por la contracción económica provocada por
la atención de la pandemia. Por lo que a continuación, se repasan las acciones de políticas económicas ejecutadas
en Honduras para aplacar los efectos de la pandemia sobre la economía en 2020. Según el Banco Mundial (2020)
los ingresos de las empresas hondureñas cayeron un 26%, equivalente a 342.6 mil millones de lempiras (USD $14.3
mil millones de dólares), en términos reales entre marzo y agosto 2020.

Aplazamiento de Impuestos
Esta medida consiste en postergar la fecha en que las empresas deben pagar sus obligaciones tributarias. En
efecto, puede ser considerado como un “préstamo” sin intereses que la administración tributaria otorga a las
empresas, pero no es una condonación.

En Honduras el Congreso Nacional aprobó una ley especial de rescate económico que difiere a la segunda mitad de
2020 los pagos de impuestos a las ganancias y contribuciones sociales, favoreciendo especialmente a las PYMEs.
A su vez, los pagos del IVA también fueron diferidos para las PYMEs en sectores no esenciales que no operaban
durante el toque de queda (SECMCA, 2020).

En Honduras, las empresas que no despidieran ni suspendieran a sus  empleados entre marzo y diciembre de 2020
calificarían para un crédito fiscal especial, equivalente al 10% de la nómina de la empresa (CEPAL, 2020).

Transferencias públicas
Esta medida busca proteger la subsistencia de aquellos hogares que han perdido sus ingresos, bien porque hayan
perdido su empleo o porque las ventas de su negocio hayan colapsado. Las transferencias pueden otorgarse en
efectivo o bien como artículo de primera necesidad (alimentos principalmente). Para el caso de Honduras, se
destinaron fondos para la provisión de garantía de alimentos y otros bienes básicos a los más vulnerables y
proporcionar beneficios a los desempleados, para alimentar a cerca de 800,000 familias. (SECMCA, 2020)

Aplazamiento de pago de servicios
Para aliviar el flujo de caja de los hogares, puede obligarse a los proveedores de servicios públicos (agua,
electricidad) a darle un mayor plazo a sus abonados para pagar sus recibos. En Honduras, el Consejo Hondureño
de la Empresa Privada (COHEP) propuso diferir los pagos del servicio de energía eléctrica por dos meses (marzo y
abril); el valor de esos meses debía distribuirse entre los meses de mayo a diciembre 2020. (SECMCA, 2020)

Por el lado de los ingresos, el Congreso aprobó una reducción de los pagos por adelantado en el impuesto sobre la
renta de las empresas para proporcionar un alivio del flujo de efectivo a las empresas, así como una exención
temporal del IVA para los suministros médicos. 
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El Congreso también aprobó aplazamientos al segundo semestre de 2020 y principios de 2021 para el pago de
impuestos sobre la renta y contribuciones sociales, favoreciendo especialmente a las pymes. Los pagos del IVA
también se aplazaron para las PYME de sectores no esenciales que no operaban durante el toque de queda. En
enero se interrumpió la congelación temporal de los precios de los bienes de la canasta básica de consumo. (FMI,
2020)

Reorientación del Gasto Público 
El gobierno de Honduras solicitó reorientar $50 millones de dólares provenientes de cuatro préstamos activos al
desarrollo e implementación de un nuevo proyecto de salud, que incluye la contratación de personal médico y la
compra de equipamiento, la implementación de innovaciones tecnológicas como la telemedicina y teleasistencia y,
finalmente, el fomento del autocuidado (SECMCA, 2020). Adicionalmente, el Ministerio de Finanzas envió al
Congreso Nacional una iniciativa para recortar un 16% del presupuesto general del sector público no financiero.

 A su vez, Las instituciones supervisadas por la Comisión Nacional de Bancos y Seguros (CNBS) que realizan
operaciones de crédito podrán otorgar periodos de gracia a sus deudores (tanto personas naturales como jurídicas)
que sean afectados por la reducción de sus flujos de efectivo; los deudores afectados podrán formalizar
refinanciamientos o readecuaciones de sus préstamos, a la vez que las instituciones supervisadas no aplicarán
cargos a los deudores.

Aceleración de procesos de crédito 
Esta simplificación de requisitos y trámites para la obtención de crédito persigue estimular tanto la demanda (crédito
a hogares) como la oferta agregada (créditos a las empresas), de manera que los diferentes sectores empiecen a
reactivar la economía.

El banco público de desarrollo de segundo piso Banhprovi se comprometió a proporcionar L6,875 millones (1,1 por
ciento del PIB) en garantías para cubrir pérdidas potenciales en nuevos préstamos a PYMES y otras empresas, con
cobertura variable de las exposiciones de los bancos comerciales en los préstamos cubiertos por la garantía.
esquema. (FMI, 2020)

A su vez se otorgó financiamiento adicional para el programa de préstamos de Banhprovi para PYMEs (L3 000
millones, alrededor de $120 millones o 0.5% del PIB) y para hipotecas para la clase media (L200 millones, alrededor
de $8 millones). Además, se busca acelerar la aprobación de préstamos bajo un programa de crédito subsidiado
para el sector agrícola. (SECMCA, 2020)

El banco también tenía la intención de desplegar L5,625 millones adicionales (0,9 por ciento del PIB) para financiar
préstamos a pymes y otros sectores afectados por la pandemia. Estos esquemas de garantías y préstamos se
financian con préstamos del banco regional de desarrollo BCIE. También se creó un servicio de redescuento
específico de L4,000 millones (0,7 por ciento del PIB) financiado con las ganancias acumuladas en Banhprovi para
préstamos reestructurados como resultado de la pandemia.
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El gobierno también emitió un decreto que obliga a todas las instituciones financieras supervisadas a proporcionar
alivio temporal del servicio de la deuda a empresas e individuos cuyos ingresos se hayan visto afectados por la
crisis. El servicio de la deuda de los sectores afectados se suspendió hasta fines de junio, sin sanciones ni impacto
en la clasificación crediticia; A fines de junio, se concedió a las instituciones financieras la facultad discrecional de
extender estas medidas hasta fines de diciembre para la mayoría de los hogares y empresas afectados. En octubre,
el gobierno acordó con los bancos un plan para respaldar una mayor reestructuración de los préstamos para pymes
y microcréditos de acuerdo con la capacidad de reembolso.

 El esquema está disponible para prestatarios de alta calidad que estaban al día con sus obligaciones de deuda
antes de la pandemia e incluye: refinanciamiento de los atrasos del servicio de la deuda acumulados durante el
período de gracia, sin capitalizar intereses; extensión de vencimientos de préstamos; y reducciones en las tasas de
interés. El gobierno también introdujo inicialmente una moratoria de 3 meses en el servicio de préstamos bancarios
financiados por Banhprovi (que cubre alrededor del 5 por ciento del crédito bancario total al sector privado), y luego
reformuló esos préstamos a prestatarios cuya capacidad de pago se había visto afectada de manera más duradera
por la pandemia.

Congelación de Precios
Esta medida permite que los habitantes de una región puedan adquirir los productos de la canasta básica al mismo
precio por un periodo definido, para que no tengan que hacer un mayor esfuerzo por conseguir los productos. En
Honduras se congelaron por un mes los precios de bienes en la canasta básica de consumo (carne, pescado, leche
y derivados, verduras, vegetales, frutas, y granos básicos); además, se provee el acceso gratuito de un mes a los
servicios de telecomunicaciones.

¿Cómo se financian las políticas descritas? 

Tras una solicitud al Congreso para hacer uso de la cláusula de escape incluida en la Ley de Responsabilidad Fiscal
(LRF), la respuesta fiscal inicial de las autoridades a la pandemia preveía un déficit del Sector Público No Financiero
(SPNF) de 4 y 3 por ciento del PIB en 2020 y 2021, después de un déficit del 1 por ciento en 2019 en línea con la
LRF, con un endeudamiento adicional por parte del gobierno de $2.5 mil millones en 2020-21, alrededor del 10 por
ciento del PIB en total. (FMI, 2020)

A medida que se profundizaba el impacto de la crisis de Covid, el Congreso aprobó en noviembre una revisión de la
cláusula de escape, aumentando los límites de déficit fiscal del SPNF al 5 y 4 por ciento del PIB en 2020 y 2021.
Tras las tormentas tropicales Eta e Iota, el Congreso aprobó en diciembre una nueva revisión en la cláusula de
escape al 5.6 por ciento de déficit del SPNF en 2020, mientras se mantiene el 4 por ciento para 2021. (FMI, 2020)

Emisión de deuda pública y préstamos 
Una consecuencia común de todas estas medidas discutidas hasta ahora es el deterioro de las finanzas públicas. Al
reducirse la recaudación tributaria (sea por el aplazamiento de pago de impuestos o por la contracción de la base
impositiva) y aumentar el gasto público, el gobierno se ve obligado a buscar fuentes de financiamiento para sus
operaciones y recurre a la colocación de bonos soberanos y a la solicitación préstamos a entes como el Fondo
Monetario Internacional y Banco Mundial.
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La deuda pública actual ha alcanzado niveles elevados, sobrepasando el 56% del PIB. Como lo muestra la Tabla 1 y
el Gráfico 1, la deuda pública aumentó sustancialmente en 2020 debido a la necesidad de liquidez para tratar de
hacer frente a los efectos de la pandemia. 
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¿Han sido efectivas las Política actuales?

Debido a que la crisis económica fue causada por las medidas de distanciamiento social y por el cierre de los
mercados globales, las políticas fiscales han tenido poca incidencia en la reactivación de la economía. En este
contexto, los paquetes de medidas fiscales ya anunciados y en vías de implementación tuvieron un problema en
común, no tuvieron mucha incidencia en prevenir el desempleo, el aumento de la pobreza y la falta de ingresos en
los hogares. 

Las políticas estaban orientadas al sector formal y a la facilitación de créditos, mientras que el sector informal, el
cual representa 58% de los empleos en Honduras no tuvo acceso a las nuevas disposiciones crediticias, dificultando
en gran medida la situación de las personas con ingresos bajos. 

La reactivación económica pasa por el manejo de la pandemia en términos sanitarios y esencialmente por la
aplicación de la vacuna a la población. Es de señalar que, según el índice de seguridad sanitaria mundial, el cual es
una evaluación integral de las capacidades de seguridad sanitaria mundial en 195 países, posicionó a Honduras en
el lugar 156 y con una puntuación de apenas 27.6 de 100, demostrado la poca preparación con la que contaba
Honduras ante el peligro de una pandemia.

Las instituciones débiles contribuyen a falta de preparación para desastres y es justamente lo que ha sucedido en
Honduras, según el reporte del Índice de Percepción de la Corrupción 2020, existe una alarmante falta de
planificación en el COVID-19 del país relacionado compras con sobreprecio de equipo médico y opacos arreglos
contractuales en el proceso de adquisiciones para hospitales móviles, además de una tardía respuesta ante la
adquisición de la vacuna. El país perdió millones por corrupción en la última década y experimentó un significativo
revés en la lucha contra la impunidad con la terminación de la Misión de Apoyo la lucha contra la corrupción e
impunidad en Honduras (MACCIH) dirigido por la Organización de Estados Americanos. 

Estos sucesos de corrupción e impunidad contribuyeron a que Honduras obtuviera una puntuación de apenas 24
puntos de cien en el Índice de Percepción de la Corrupción y una nota de 5.36 en diez el Índice de Democracia
2020, posicionándose como uno de los países peor evaluados y más corruptos de América Latina y el mundo. 

A manera de conclusión, dado que la corrupción ha incrementado los efectos negativos de la pandemia en
Honduras es nuestra misión como jóvenes mejorar la calidad de la democracia y al mismo tiempo, hay que mejorar
la participación de la sociedad en la política. Como ciudadanos tenemos que elegir a las personas adecuadas para
cargos públicos. Esto representa una tarea colectiva y es importante recordar que no debemos elegir personas que
no sean responsables y que no sean dignas de llevar las riendas de nuestra nación. 
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